INFORME DE PONENCIA PARA PRIMER DEBATE AL PROYECTO DE LEY 56 DE 2011 SENADO, 019 DE 2010 CÁMARA 

por medio de la cual se dictan medidas para la prevención del secuestro y desaparición de menores y se dictan otras disposiciones. 

Bogotá, D. C., 21 de noviembre de 2011

Honorable Senador

LUIS FERNANDO VELASCO CHÁVEZ

Presidente

Comisión Primera Constitucional

Senado de la República

Respetado señor Presidente:

En cumplimiento del encargo hecho por la Mesa Directiva de la Comisión Primera Constitucional Permanente del Senado de la República y acatando el Reglamento del Congreso en sus artículos 156, 157, y 158 de la Ley 5ª de 1992, nos permitimos rendir informe de ponencia para primer debate ante la Comisión al Proyecto de ley número 56 de 2011 Senado, 19 de 2010 Cámara, por medio de la cual se dictan medidas para la prevención del secuestro y desaparición de menores y se dictan otras disposiciones, en los siguientes términos: 

Antecedentes del proyecto de ley

El Proyecto de ley número 56 de 2011 Senado, 19 de 2010 Cámara, fue radicado el 21 de julio de 2010. Es de iniciativa de los honorables Representantes Guillermo Rivera, Roosvelt Rodríguez, Juan Carlos Salazar, Hernando Prada, y Gustavo Hernán Puentes. Hizo trámite en la Cámara de Representantes, siendo aprobado en la Comisión Primera de Cámara el 30 de noviembre de 2010 y en Plenaria de la Cámara el 26 de julio de 2011. El 4 de agosto de 2011 fue recibido en el Senado de la República y repartido a la Comisión Primera Constitucional para su estudio, y la Mesa Directiva de esta comisión, en ejercicio de sus funciones nos designó como ponentes para primer debate.

Objeto del proyecto de ley

Con la creación de la Alerta Luis Santiago, se busca recuperar a niños secuestrados mediante una alerta emitida a través de los medios de comunicación, bajo la coordinación de la Policía Nacional y algunas entidades estatales, con el fin de obtener la ayuda de la ciudadanía para encontrar un niño que ha sido raptado y ubicar a los responsables. Los autores de la iniciativa sostienen que, con esta, buscan una aproximación distinta a la punitiva (entiéndase, aumento de penas para los victimarios), proponiendo abordar el problema desde otro enfoque. Este sería el de la solidaridad por parte de la comunidad en general.

Derecho Internacional

Los autores de la iniciativa destacan las siguientes convenciones, protocolos y declaraciones que ha suscrito el Gobierno colombiano, con respecto a los derechos de los niños y niñas y su protección.

1. Declaración de los Derechos del Niño. Noviembre de 1959.

2. Convención sobre los Derechos del Niño. Adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas, 20 de noviembre de 1989. Quizá el instrumento internacional de protección a los menores que ha sido ratificado por más países.

3. Declaración sobre la Protección de la Mujer y del Niño en estados de Emergencia o de Conflicto Armado 

4. Reglas de las Naciones Unidas para la protección de menores privados de la libertad. Diciembre de 1990.

5. Protocolo facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a la venta de niños, la prostitución infantil y la utilización de niños en la pornografía. Enero de 2002.

Consideraciones

En materia de la protección de los niños nos podemos remitir específicamente a la Ley 1098 de 2006 (C ódigo de la Infancia y de la Adolescencia) al establecer en su artículo 199 donde estipula: ¿Cuando se trate de los delitos de homicidio y lesiones personales bajo modalidad dolosa, delitos contra la libertad, integridad y formación sexuales, o secuestro, cometidos contra niños, niñas y adolescentes, se aplicarán las siguientes reglas (¿) 2. No se otorgará el beneficio de sustitución de la detención preventiva en establecimiento carcelario por la de detención en el lugar de residencia, previsto en los numerales 1 y 2 del artículo 314 de la ley. 

Por otro lado, la Sentencia C-738 de 2008 señala: ¿Los últimos pasos de la legislación se encaminan a incrementar los mecanismos de protección de los derechos de los niños, lo cual implica el endurecimiento del sistema sancionatorio para los agresores de los derechos de los menores de edad. El incremento de la severidad sancionatoria es consecuencia de la prevalencia de los derechos de los niños y de la consagración del interés superior del menor como criterio de interpretación de las normas que los afectan¿.

Asimismo, citan los autores del proyecto la Sentencia T-397 de 2004, la cual afirma: ¿Las autoridades administrativas y judiciales, encargadas de determinar el contenido del interés superior de los niños en casos particulares cuentan con un margen de discrecionalidad importante para evaluar, en aplicación de las disposiciones jurídicas relevantes y en atención a las circunstancias fácticas de los menores implicados, cuál es la solución que mejor satisface dicho interés; lo cual implica también que dichas autoridades tienen altos deberes constitucionales y legales en relación con la preservación del bienestar integral de los menores que requieren su protección, deberes que obligan a los jueces y funcionarios administrativos en cuestión a aplicar un grado especial de diligencia, celo y cuidado al momento de adoptar sus decisiones, mucho más tratándose de niños de temprana edad, cuyo proceso de desarrollo puede verse afectado en forma definitiva e irremediable por cualquier decisión que no atienda a sus intereses y derechos¿.

Por lo anterior, se puede concluir que la legislación y la jurisprudencia colombiana, en materia de protección de los derechos de los menores, es extensa. Sin embargo, a pesar de lo anterior, las estadísticas no han demostrado una disminución considerable de las cifras de desaparecimiento y homicidio de los niños, niñas y adolescentes. Por esta razón, el proyecto pretende abordar el tema desde el enfoque de la participación ciudadana mediante la coordinación de la policía departamental y municipal y algunas entidades estatales.

La Alerta Luis Santiago busca ser el resultado de la asociación de la Policía Nacional, las emisoras de radio, cadenas de televisión y la sociedad civil en general. Tal como lo dispone el proyecto, cuando se emite una Alerta, se difunde un boletín informativo de carácter urgente a través de los medios de comunicación, a fin de obtener la ayuda de la ciudadanía para encontrar a un niño que ha sido raptado y ubicar a los responsables. 

La creación de una alerta tiene su origen en Estados Unidos en el año 1996 con la desaparición y asesinato de Amber Hageman, niña de 9 años del condado de Arlington, Texas. A raíz de este lamentable caso se desarrolló el concepto del Sistema de Alerta de Emergencias para trasmitir información rápidamente en casos de secuestro de niños. El programa funciona de la siguiente forma: cuando la policía notifique a los medios de comunicación el secuestro de un niño, el público televidente y radioyente recibirá una notificación a través de avisos emitidos con toda la información que esté disponible para que este proporcione los ojos y oídos adicionales que aumentan la probabilidad de captura del secuestrador del niño antes de que hayan transcurrido las primeras tres horas críticas. Las estadísticas han demostrado que el tiempo ¿es por sí solo el enemigo de un niño secuestrado¿. Esto debido a que, de acuerdo con la información proporcionada por los difusores de la Alerta Amber en los Estado Unidos, la mayoría de los niños raptados y que luego aparecen asesinados mueren dentro de un lapso de tiempo corto después del secuestro. 

Se plantea que se emita la Alerta Luis Santiago por parte de la Policía Nacional y sus representantes departamentales, cuando existan ciertos criterios determinados los cuales serán desarrollados por las autoridades departamentales para garantizar que se cumplan las condiciones locales de seguridad. 

Plan de Acción Departamental y Municipal

Según dispone el proyecto, atendiendo las dinámicas locales del país, y previo al cumplimiento de algunos requisitos desarrollados en la presente ley, cada Gobernador y Alcalde, deberá desarrollar un Plan de Acción en el cual establecerán los medios de comunicación y demás instituciones locales que están llamados a trasmitir la información de la alerta una vez esta sea emitida. Para este fin, deberá convocar a las autoridade s de la fuerza pública departamental y municipal y a los medios de comunicación para establecer los pasos a seguir y los compromisos de cada una de las personas naturales y jurídicas de cara a la Alerta. Si pasadas doce (12) horas desde que se emitió la Alerta Local no se ha tenido noticia del menor, el procedimiento a seguir será la emisión de una Alerta a nivel nacional, con el ánimo de que, en todo el territorio nacional, se tenga conocimiento de su desaparición, evitando que se transporte al menor indefenso de manera delictuosa y previniendo su posible salida del país.

Contenido y alcances

El proyecto aprobado en Cámara de Representantes consta de 12 artículos entre los cuales se define la Alerta Luis Santiago; se describe quiénes son las instituciones y autoridades participantes; se estipulan los requisitos para la emisión de la alerta; se describen los planes de acción y, finalmente, se aclaran las sanciones. A continuación se resume cada uno:

El artículo 1° define el objeto de la ley el cual es la protección integral de los niños que sean víctima de desaparición o secuestro, basada en el principio de la solidaridad de la sociedad civil.

El artículo 2° busca definir el concepto de secuestro o desaparición forzada de un niño o una niña aunque, cabe decir, en su redacción final, esta queda incompleta.

El artículo 3° crea la Alerta Luis Santiago cuya finalidad es lograr la recuperación de los niños que hayan sufrido cualquier tipo de desaparición o secuestro. 

El artículo 4° establece las instituciones y autoridades participantes entre quienes se encuentran los medios de comunicación nacionales, departamentales y municipales; las entidades estatales; las terminales de transporte, aeropuertos, puer tos marítimos; y la fuerza pública y demás autoridades civiles.

El artículo 5° dispone que, una vez emitida la Alerta Local, las autoridades e instituciones departamentales o municipales deben difundir la información del niño desaparecido de la manera más idónea posible. Asimismo, establece una serie de acciones que las entidades públicas, las terminales de transporte, los medios de comunicación y la fuerza pública, a nivel departamental y municipal, deben adelantar para lograr la identificación y ubicación del menor desaparecido. 

El artículo 6° crea una Alerta Nacional para los casos en que, 12 horas después de la emisión de la Alerta por la autoridad departamental o municipal, no se tenga noticia del menor. Esta será emitida por la Dirección Nacional de la Policía inmediatamente tenga la información del desaparecimiento por la autoridad local. A su vez, ordena que esa información sea difundida por las instituciones definidas en el artículo anterior. Por último, establece un plazo de 1 (una) semana para la difusión de esa alerta. 

La autoridad competente para la alerta es definida en el artículo 7° el cual dispone que esta sea el Comandante Departamental de Policía quien será responsable de emitir la alerta inicial, dentro de su jurisdicción, una vez transcurridas 8 horas de la noticia de la desaparición del menor. Ordena también a los Comandantes Municipales de Policía a que emitan dicha alerta, una vez transcurridas 8 horas de la noticia, en los respectivos municipios y cabeceras, haciendo la salvedad de que sea necesaria una previa autorización de los padres de este o de quien ejerza para el momento la patria potestad. Por último, le ordena al Comando Departamental de Policía a que reporte las alertas locales de su jurisdicción ante la Dirección General de la Policía Nacional.

El artículo 8° dispone de un término de 8 horas para que las autoridades competentes verifiquen la información suministrada por quienes pusieron la denuncia sobre la pérdida del niño o niña y se cercioren de que esta sea veraz, para posteriormente emitir la alerta.

Los Planes de Acción son definidos en el artículo 9° estableciendo que el Gobernador, y el Alcalde para el caso de los municipios con más de quinientos mil (500.000) habitantes, desarrollen el Plan en el cual establezcan los medios de comunicación y demás instituciones para que trasmitan la información de la alerta una vez esta sea emitida. Para tal fin, dispone que dichas autoridades convoquen a la fuerza pública departamental, a los medios de comunicación y demás entidades para que atiendan la alerta, para establecer los pasos a seguir. Para el nivel nacional, establece que el encargado de realizar el Plan de Acción sea el Ministerio del Interior y de Justicia. Por último, ordena a los Gobernadores, Alcaldes y al Ministerio del Interior y de Justicia, a que, en 6 meses, elaboren un Plan de Acción. 

La capacidad de las autoridades de policía de solicitar la colaboración de los medios de comunicación y a los mismos miembros de la comunidad, a pesar del incumplimiento de los requisitos establecidos para las autoridades nacionales o departamentales, es definida en el artículo 11. 

Por último, el artículo 12 establece las sanciones impuestas a los servidores públicos por el no cumplimiento de los dictámenes de esta ley, definiendo tales omisiones como falta grave de acuerdo a lo establecido en el Código Disciplinario Único. 

Inquietudes y vacíos

A pesar de la pertinencia del tema a tratar y las bondades que un proyecto como este tiene para el bienestar de los niños y niñas, al igual que de sus familias, el texto aprobado en Cámara de Representantes deja aún ciertos vacíos que, se considera, son necesarios de aclarar, con el fin de que las autoridades competentes sepan cómo deben proceder de manera clara y detallada en estos casos. Por ejemplo, si para publicar fotos de menores se requiere autorización de los padres, ¿esto se considerará un requisito para una emergencia como esta? Si no se requiere esta autorización previa, ¿no se iría en contra del Código del Menor?

Por otro lado, el proyecto no es claro sobre la forma en que se debe emitir la alerta, en qué horarios, o cada cuánto se debe emitir. 

Conceptos de entidades interesadas

Los ponentes recibimos conceptos y recomendaciones de las siguientes entidades:

¿ Policía Nacional. Hace recomendaciones sobre el articulado, sugiriendo hablar de niños y niñas por equidad de género. También expresa que el rapto no existe como tipo penal; recomiendan incluir a todos los niños, niñas y adolescentes menores de 18 años, no sólo a los menores de 14 años. Sugieren incluir al ICBF y al ministerio público en la lista de instituciones y entidades participantes. Sugieren establecer un término perentorio para difundir la información del niño o niña desaparecida, y hacen una serie de recomendaciones para mejorar la efectividad de los Planes de Acción. 

¿ Ministerio de la Protección Social. De acuerdo con este Ministerio, es posible que con la normativa existente ya tengamos una protección especial como la descrita en el proyecto de ley. Sin embargo, existen las siguientes observaciones. Se deberá reservarse el calificativo de desaparición como suficiente para movilizar el mecanismo de alerta ya que en los primeros momentos de la desaparición, no se sabe cuál es la modalidad delictiva específica. Por otro lado, sugiere aclarar la definición de ¿rapto¿ ya que se torna confusa en su ambigüedad. Se observa que el proyecto carece de articulación entre autoridades y se torna difuso cuando se convoca a las demás autoridades civiles ya que la terminología es bastante genérica. El artículo 8° considera que la alerta se produce cuando existen indicios graves de que la desaparición puede poner en peligro la vida y la integridad física del menor. Sin embargo, el Ministerio considera que la sola desaparición es un trauma y tiene la gravedad suficiente para generar la alarma. Es importante distinguir que el tiempo de espera, el cual es de un día, no tiene justificación cuando se trata de menores de edad. Por último, hay diferenciación entre los planes de acción para aquellos habitantes de las ciudades como del campo, lo que el Ministerio ve como una discriminación, ya que para el campo las medidas serán menos intensas. En conclusión, al Ministerio el proyecto no le resulta proporcional a la problemática y considera que este desampara, en ciertos momentos, a la familia que sufre un dolor de la magnitud que entraña el secuestro y/o desaparición de un hijo.

¿ Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones. Considera que el proyecto no prevé con precisión ni detalle sobre cómo será el funcionamiento de la Alerta Luis Santiago, y considera que quedan abiertos a interpretación todos los demás elementos que deben conformar la alerta y las circunstancias en que esta se puede poner en funcionamiento. Considera de suma importancia que, teniendo en cuenta que el proyecto involucra a todos los medios de comunicación, el Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones debe estar incorporado en el listado de instituciones y entidades participantes. Recomienda asimismo tener en cuenta que también se está tramitando el Proyecto de ley número 130 de 2010 Cámara, 070 de 2011 Senado, por medio de la cual se crea el Sistema Nacional de Alerta Temprana para menores desaparecidos y se dictan otras disposiciones, cuyo espíritu y objetivo, según el Ministerio, coincide totalmente con este proyecto. En conclusión, solicita que se revise la iniciativa y que se trabaje en conjunto con este Ministerio.

¿ Procuraduría General de la Nación. La Procuradora Delegada para la Defensa de los Derechos de la Infancia, la Adolescencia y la Familia señala, dentro de las consideraciones específicas, que la autorización previa de quien ejerza la patria potestad debe eliminarse en consideración a la prevalencia del interés superior del niño y el de prevalencia de sus derechos. También sugiere reglamentar el supuesto en el que los padres se opongan a la activación de la alerta. Sugiere que no se deje a la interpretación la existencia de indicios que permitan inferir que el niño ha sido secuestrado o desaparecido. También señala que la protección de los niños se restrinja en función del número de habitantes de su municipio, por lo que piden no establecer el criterio de los 500.000 habitantes para la elaboración de los planes de acción. Pide corregir el artículo referido al Plan de acción en el nivel nacional, que por la escisión de los Ministerios ya no correspondería al Ministerio del Interior y de Justicia. En tal sentido, la Procuraduría considera que esta responsabilidad le corresponde al Ministerio de Justicia, por ser la instancia a la que le compete establecer las políticas en materia de justicia y de política criminal. Finalmente, este organismo señala que, más allá de la coordinación de las autoridades locales, regionales y nacionales con la fuerza de policía y los medios de comunicación y de transporte, es necesario contar con sistemas de información y tecnológicos idóneos que incrementen las posibilidades de ubicar al menor desaparecido en el menor tiempo posible, por lo que considera conveniente vincular a la Fiscalía General de la Nación, especialmente su unidad antiextorsión y secuestro; la Defensoría del Pueblo, en especial los Defensores regionales, provinciales y la Comisión Nacional de Búsqueda de Desaparecidos; y a los personeros municipales, para intercambiar información y compartir tecnología. 
¿ Defensoría del Pueblo. Según el Defensor del Pueblo, existen una serie de problemas específicos, como la insuficiencia de las medidas que integran la alerta, ya que, consideran, son excesivamente vagas y generales, lo cual podría incidir negativamente en su capacidad para generar los resultados esperados. Se observa que las propuestas son idóneas en principio, pero que deben ser complementadas al Mecanismo de Búsqueda Urgente, centralizando la información y coordinando su manejo y las medidas que se deriven de ella con las autoridades judiciales que deberán estar a cargo del caso para proceder a iniciar las diligencias materiales del rescate. En los casos de secuestro o desaparición, el tiempo corre en contra de las víctimas, por lo que se considera que el término de espera de 8 horas para emitir la alerta, es considerado sumamente excesivo. Para el defensor, parte esencial del proyecto consiste en la posibilidad de vincular a los medios de comunicación a una campaña para divulgar la información sobre los menores desaparecidos, pero en el proyecto no hay unas reglas precisas en cuanto a los datos que deben ser emitidos, la periodicidad de las publicaciones o emisiones, su duración, el horario, o el alcance de la divulgación, entre otros aspectos sumamente relevantes.

¿ Instituto Colombiano de Bienestar Familiar. Expresa que, aun cuando la iniciativa está bien intencionada, adolecería de un vicio de constitucionalidad por la limitación establecida a personas menores de catorce años para su protección. En materia de conveniencia, expresan que no se debe confundir o asimilar rapto, secuestro y desaparición, y teniendo en cuenta que desaparición es la palabra que en su significado contiene a las otras dos, recomienda referirse en el articulado de manera general a niños y niñas desaparecidos. Asimismo, recomienda no discriminar entre los municipios con más o menos de 500.000 habitantes para la elaboración de los planes de acción. 

Además, recibimos comunicaciones de Asomedios y de Andiarios, quienes exponen sus inquietudes con respecto a la libertad de prensa, la censura, sus reservas frente a la operatividad del proyecto y su inconveniencia. Además, Andiarios solicita eliminar la obligación de los medios escritos de divulgar la información en sus ediciones impresas. 

Pliego de modificaciones

A continuación, una breve explicación de los cambios que se le proponen al proyecto en consideración de la Comisión Primera del Senado:

¿ Artículo 1°. Este artículo corresponde al objeto del proyecto. Se introduce la expresión niños, niñas y adolescentes para hacerlo concordar con la Ley 1098 de 2006. El artículo quedará así:

¿Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por objeto la protección integral de los niños, niñas o adolescentes que sean víctimas de desaparición o secuestro, basada en el principio de la solidaridad de la sociedad civil, en especial de los medios de comunicación y las entidades del Estado¿.

¿ En Cámara de Representantes se suprimió el artículo 2°, pero el texto aprobado remitido por la Secretaría General de la Cámara dice ¿Artículo 2°. Eliminado¿, razón por la cual lo suprimimos y se corre la numeración de los demás artículos.

¿ El artículo 3° aprobado por la Plenaria de la Cámara no aporta ninguna definición útil al proyecto de ley, por lo tanto, proponemos suprimirlo y correr toda la numeración.

¿ Artículo 2°. Define la Alerta Luis Santiago. Anteriormente era el artículo 4° del texto aprobado por la Cámara. Se reenumera como artículo 2° y se complementa su redacción para concordarlo con la Ley 1098 de 2006. Quedará así:

¿Artículo 2°. Alerta Luis Santiago. Créase la Alerta Luis Santiago como un mecanismo mediante el cual las autoridades civiles y de policía coordinarán una serie de acciones con la finalidad de lograr la pronta recuperación de los niños, niñas o adolescentes que hayan sufrido cualquier tipo de desaparición o secuestro, además de evitar cualquier tipo de daño físico o psicológico¿. 

¿ Artículo 3°. Era el artículo 5° aprobado por la Plenaria de la Cámara. Se reenumera como artículo 3°, para efectos de orden y coherencia del articulado, y se modifica en función de dar mayor claridad sobre las autoridades e instituciones participantes. Quedará así:

¿Artículo 3°. Instituciones y autoridades participantes. Para todos los efectos, las instituciones y autoridades a las que se refiere la presente ley son las siguientes: Comandantes Nacional, Departamentales y Municipales de la Policía Nacional; Alcaldes Municipales; Gobernadores; Instituto Colombiano de Bienestar Familiar; Procuraduría General de la Nación; Defensoría del Pueblo; Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones; Ministerio del Interior; Ministerio de Justicia; medios de comunicación nacionales, departamentales y municipales; operadores de telefonía móvil; terminales de transporte, aeropuertos y puertos marítimos, empresas de transporte público¿.

¿ Artículo 4°. Era el artículo 9° aprobado por la Plenaria de la Cámara. Se reenumera como artículo 4°, para efectos de orden del articulado, y quedará así:

¿Artículo 4°. Requisitos para la emisión de la Alerta. Las autoridades competentes tendrán un término de 8 horas para verificar que la información suministrada por quienes denunciaron la pérdida de l niño, niña o adolescente es veraz. Se emitirá la alerta siempre y cuando existan indicios que permitan inferir razonablemente que el niño, niña o adolescente ha sido sometido a desaparición forzada o secuestro. Este procedimiento se surtirá de conformidad con los plazos señalados en el artículo 5° de la presente ley¿.

¿ Artículo 5°. Era el artículo 8° del texto aprobado por la Cámara. Quedará así:

¿Artículo 5°. Autoridad Competente para la Alerta. Los Comandantes Municipales de Policía serán las autoridades encargadas de emitir la alerta en los respectivos municipios y cabeceras, una vez hayan transcurrido 8 horas de la denuncia de la desaparición del niño, niña o adolescente, previa autorización de los padres de este o de quien ejerza para el momento la patria potestad, e informará inmediatamente al Comandante Departamental de Policía. 

El Comandante Departamental de la Policía será la autoridad encargada de emitir la alerta dentro de su jurisdicción, una vez hayan transcurrido 8 horas de la denuncia de la desaparición del niño, niña o adolescente. La alerta se emitirá cuando existan indicios graves de que la desaparición puede poner en peligro la vida y la integridad física o psicológica del niño, niña o adolescente afectado. 

Parágrafo. Las autoridades de policía municipal, departamental y nacional, actuarán en coordinación con el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, la Defensoría del Pueblo, la Procuraduría General de la Nación, en el nivel directivo que corresponda a su jurisdicción.

El Comando Departamental de Policía será el responsable de reportar las alertas locales de su jurisdicción ante la Dirección General de la Policía Nacional¿.

¿ Artículo 6°. Establece la alerta local, que es la que se emite en primera instancia. Quedará así: 

¿Artículo 6°. Alerta Local. Una vez emitida la Alerta, las autoridades e instituciones departamentales o municipales de las que trata el artículo 3° de esta ley estarán en la obligación de difundir la información del niño, niña o adolescente desaparecido de la manera más idónea posible. Para el caso de las entidades públicas, estas deberán propagar la información correspondiente del menor en sus páginas web. De la misma manera las terminales de transporte aéreo, terrestre o marítimo deberán publicar la información en las pantallas donde publican los datos de sus viajes. Los medios de comunicación escrito deberán publicar la información del niño, niña o adolescente en sus ediciones impresas, las emisoras deberán emitir comunicados con la información correspondiente y los canales de televisión públicos y privados deberán presentar la información necesaria que permita la identificación del niño, niña o adolescente¿.

¿ Artículo 7°. Establece la Alerta Nacional, si transcurridas 12 horas de la emisión de la alerta local el niño, niña o adolescente aún no ha sido encontrado. Quedará así: 

¿Artículo 7°. Alerta Nacional. Transcurridas doce (12) horas a partir de la emisión de la Alerta por la autoridad departamental o municipal sin que se tenga noticia del niño, niña o adolescente, se le dará traslado a la Dirección Nacional de la Policía para que establezca la necesidad de emitir una Alerta Nacional inmediatamente se reciba la información del desaparecimiento por Comando Departamental de Policía. En caso de ser emitida una Alerta Nacional, las instituciones de las que trata el artículo 3° del nivel nacional deberán proceder a difundir la información del menor desaparecido. Esta Alerta Nacional tendrá una duración de una semana.

¿ Artículo 8°. Se incluye un artículo nuevo numerado como artículo octavo (8°), que permite a los usuarios de servicios de telefonía móvil y cuyos equipos permitan la recepción de mensajes de texto, optar por recibir mensajes gratuitos de texto con alertas. Quedará así:

¿Artículo 8°. Difusión de la alerta en dispositivos móviles de comunicación. Los suscriptores de servicios inalámbricos cuyos equipos tengan la capacidad para recibir mensajes de texto podrán optar por recibir mensajes gratuitos de Alerta Luis Santiago¿.

¿ Artículo 9°. Era el artículo 10 del texto aprobado por la plenaria de la Cámara. Establece los planes de acción. Aquí, atendiendo al requerimiento de varias instituciones, se amplió el requerimiento de estos planes a todos los municipios y no solo a los de más de 500.000 habitantes. Quedará así:

¿Artículo 9°. Planes de Acción. El Gobernador y el Alcalde deberán desarrollar un Plan de Acción en el cual establezcan los medios de comunicación y demás instituciones locales que están llamados a trasmitir la información de la alerta una vez esta sea emitida. Para este fin deberán convocar a las autoridades de la fuerza pública departamental, a los medios de comunicación y demás entidades llamadas a atender la alerta, para establecer los pasos a seguir y los compromisos de cada una de las personas naturales y jurídicas de cara a la alerta. Para el nivel nacional, el encargado de realizar el Plan de Acción será el Ministerio del Interior. 

Los Gobernadores, Alcaldes y el Ministerio del Interior, según el caso, tendrán seis (6) meses, con posterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley, para elaborar el Plan de Acción de que trata el presente artículo¿.

¿ Artículo 10. Corresponde al artículo 11 del texto aprobado por la plenaria de la Cámara. Quedará así:

¿Artículo 10. No cumplimiento de los requisitos. Cuando no se cumplan los requisitos establecidos por las autoridades nacionales o departamentales para la emisión de la Alerta, esto no disminuirá la capacidad de las autoridades de policía para solicitar la colaboración de los medios de comunicación y la comunidad local¿.

¿ Artículo 11. Corresponde al artículo 12 del texto aprobado por la Plenaria de la Cámara. Quedará así:

¿Artículo 11. Sanciones. El no cumplimiento de lo establecido en la presente ley para los servidores públicos, se constituirá en falta grave de acuerdo a lo establecido en el Código Disciplinario Único¿.

¿ Artículo 12. Se incluye un artículo nuevo para establecer el apoyo gratuito de los medios de comunicación social del Estado para la divulgación de estrategias de lucha contra el secuestro y la desaparición de menores:

Artículo 12. Divulgación de campañas institucionales para la prevención y solución del secuestro y desaparición de niños, niñas y adolescentes. Los medios de comunicación social del Estado deberán prestar apoyo gratuito al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, a la Fiscalía General de la Nación y al Departamento Administrativo para la Prosperidad Social, para divulgar estrategias de lucha contra el secuestro y desaparición de niños, niñas y adolescentes y promover sus derechos fundamentales.

¿ Artículo 13. Corresponde a la vigencia:

¿Artículo 13. Vigencia. La presente ley rige a partir de su promulgación¿.

¿ Título: El título se modifica para hacerlo acorde con la Ley 1098 de 2006. Quedará así: 

Por medio de la cual se dictan medidas para la prevención del secuestro y desaparición de niños, niñas y adolescentes.

Proposición

Con base en las anteriores consideraciones, solicitamos a los miembros de la Comisión Primera Constitucional del Senado, dar primer debate al Proyecto de ley número 56 de 2011 Senado, 19 de 2010 Cámara, por medio de la cual se dictan medidas para la prevención del secuestro y desaparición de menores y se dictan otras disposiciones, de conformidad con el pliego de modificaciones y el texto propuesto para primer debate que se adjunta.

Karime Mota y Morad, Juan Fernando Cristo, Senadores de la República, Ponentes.

Pliego de modificaciones

TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 56 DE 2011 SENADO, 019 DE 2010 CAMARA

por medio de la cual se dictan medidas  para la prevención del secuestro y desaparición  de niños, niñas y adolescentes.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por objeto la protección integral de los niños, niñas o adolescentes que sean víctimas de desaparición o secuestro, basada en el principio de la solidaridad de la sociedad civil, en especial de los medios de comunicación y las entidades del Estado.

Artículo 2°. Alerta Luis Santiago. Créase la Alerta Luis Santiago como un mecanismo mediante el cual las autoridades civiles y de policía coordinarán una serie de acciones con la finalidad de lograr la pronta recuperación de los niños, niñas o adolescentes que hayan sufrido cualquier tipo de desaparición o secuestro, además de evitar cualquier tipo de daño físico o psicológico. 

Artículo 3°. Instituciones y autoridades participantes. Para todos los efectos, las instituciones y autoridades a las que se refiere la presente ley son las siguientes: Comandantes Nacional, Departamentales y Municipales de la Policía Nacional; Alcaldes Municipales; Gobernadores; Instituto Colombiano de Bienestar Familiar; Procuraduría General de la Nación; Defensoría del Pueblo; Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones; Ministerio del Interior; Ministerio de Justicia; medios de comunicación nacionales, departamentales y municipales; operadores de telefonía móvil; terminales de transporte, aeropuertos y puertos marítimos, empresas de transporte público.

Artículo 4°. Requisitos para la emisión de la Alerta. Las autoridades competentes tendrán un término de 8 horas para verificar que la información suministrada por quienes denunciaron la pérdida del niño, niña o adolescente es veraz. Se emitirá la alerta siempre y cuando existan indicios que permitan inferir razonablemente que el niño, niña o adolescente ha sido sometido a desaparición forzada o secuestro. Este procedimiento se surtirá de conformidad con los plazos señalados en el artículo 5° de la presente ley. 

Artículo 5°. Autoridad competente para la Alerta. Los Comandantes Municipales de Policía serán las autoridades encargadas de emitir la alerta en los respectivos municipios y cabeceras, una vez hayan transcurrido 8 horas de la denuncia de la desaparición del niño, niña o adolescente, previa autorización de los padres de este o de quien ejerza para el momento la patria potestad, e informará inmediatamente al Comandante Departamental de Policía. 

El Comandante Departamental de Policía será la autoridad encargada de emitir la alerta dentro de su jurisdicción, una vez hayan transcurrido 8 horas de la denuncia de la desaparición del niño, niña o adolescente. La alerta se emitirá cuando existan indicios graves de que la desaparición puede poner en peligro la vida y la integridad física o psicológica del niño, niña o adolescente afectado. 

Parágrafo. Las autoridades de policía municipal, departamental y nacional, actuarán en coordinación con el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, la Defensoría del Pueblo, la Procuraduría General de la Nación, en el nivel directivo que co rresponda a su jurisdicción.

El Comando Departamental de Policía será el responsable de reportar las alertas locales de su jurisdicción ante la Dirección General de la Policía Nacional.

Artículo 6°. Alerta Local. Una vez emitida la Alerta, las autoridades e instituciones departamentales o municipales de las que trata el artículo 3° de esta ley estarán en la obligación de difundir la información del niño, niña o adolescente desaparecido de la manera más idónea posible. Para el caso de las entidades públicas, estas deberán propagar la información correspondiente del menor en sus páginas web. De la misma manera las terminales de transporte aéreo, terrestre o marítimo deberán publicar la información en las pantallas donde publican los datos de sus viajes. Los medios de comunicación escritos deberán publicar la información del niño, niña o adolescente en sus ediciones impresas, las emisoras deberán emitir comunicados con la información correspondiente y los canales de televisión públicos y privados deberán presentar la información necesaria que permita la identificación del niño, niña o adolescente.

Artículo 7°. Alerta Nacional. Transcurridas doce 12 horas a partir de la emisión de la Alerta por la autoridad departamental o municipal sin que se tenga noticia del niño, niña o adolescente, se le dará traslado a la Dirección Nacional de la Policía para que establezca la necesidad de emitir una Alerta Nacional inmediatamente se reciba la información del desaparecimiento por el Comando Departamental de Policía. En caso de ser emitida una Alerta nacional, las instituciones de las que trata el artículo 3° del nivel nacional deberán proceder a difundir la información del menor desaparecido. Esta Alerta Nacional tendrá una duración de una semana.

Artículo 8°. Difusión de la alerta en dispositivos móviles de comunicación. Los suscriptores de servicios inalámbricos cuyos equipos tengan la capacidad para recibir mensajes de texto podrán optar por recibir mensajes gratuitos de Alerta Luis Santiago.

Artículo 9°. Planes de Acción. El Gobernador y el Al calde deberán desarrollar un Plan de Acción en el cual establezcan los medios de comunicación y demás instituciones locales que están llamados a trasmitir la información de la alerta una vez esta sea emitida. Para este fin deberán convocar a las autoridades de la fuerza pública departamental, a los medios de comunicación y demás entidades llamadas a atender la alerta, para establecer los pasos a seguir y los compromisos de cada una de las personas naturales y jurídicas de cara a la alerta. Para el nivel nacional, el encargado de realizar el Plan de Acción será el Ministerio del Interior. 

Los Gobernadores, Alcaldes y el Ministerio del Interior, según el caso, tendrán seis (6) meses, con posterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley, para elaborar el Plan de Acción de que trata el presente artículo.

Artículo 10. No cumplimiento de los requisitos. Cuando no se cumplan los requisitos establecidos por las autoridades nacionales o departamentales para la emisión de la Alerta, esto no disminuirá la capacidad de las autoridades de policía para solicitar la colaboración de los medios de comunicación y la comunidad local.

Artículo 11. Sanciones. El no cumplimiento de lo establecido en la presente ley para los servidores públicos, se constituirá en falta grave de acuerdo a lo establecido el Código Disciplinario Único.

Artículo 12. Divulgación de campañas institucionales para la prevención y solución del secuestro y desaparición de niños, niñas y adolescentes. Los medios de comunicación social del Estado deberán prestar apoyo gratuito al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, a la Fiscalía General de la Nación, al Departamento Administrativo para la Prosperidad Social, para divulgar estrategias de lucha contra el secuestro y desaparición de niños, niñas y adolescentes y promover sus derechos fundamentales. 

Artículo 13. Vigencia. La presente ley rige a partir de su promulgación.

Karime Mota y Morad, Juan Fernando Cristo, Senadores de la República, Ponentes.

